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CONTRATOS DE PARTICIPACIÓN PÚBLICO PRIVADA PARA 
LA REALIZACIÓN DE 
OBRAS DE INFRAESTRUCTURA Y PRESTACIÓN DE 
SERVICIOS CONEXOS 


Normas 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 15 de marzo de 2011 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante José Carlos Cardoso. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alfredo Asti, Pablo D. Abdala, Gustavo Bernini, Jorge Gandini, 
Andrés Lima, Gonzalo Mujica, Pablo Pérez González, Alejandro Sánchez e Iván Posada. 


INVITADOS: Por la Mesa Representativa PIECNT, señores Juan Castillo, Coordinador; Oscar López, 
Gabriel Portillo y Gabriel Molina, Mesa de Entes; y señora Vanessa Bustamante, Instituto 
Cuesta Duarte. 


SEÑOR PRESIDENTE (José Carlos Cardoso).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Antes de recibir a la delegación del PIT-CNT, quiero compartir una inquietud con la Comisión relativa al 
juicio de los ahorristas del viejo Banco Comercial contra el Estado uruguayo y los bancos que eran dueños 
del Banco Comercial, es decir, el Dresdner Bank, el Manhattan Bank y el Credit Suisse, inclusive, los 
hermanos Rohm. No voy a desarrollar la historia de este problema, porque, seguramente, muchos la 
conozcan, pero sí quiero comentar algo muy particular y peligroso que ha sucedido. Para mantener el 
embargo la Jueza que tiene a cargo la causa dio un plazo a los ahorristas de treinta días para juntar US$ 
17:000.000, lo que en los hechos constituye, según los ahorristas, el levantamiento del embargo, que funciona 
como una contracautela contra lo que el Estado uruguayo deberá pagar a estos bancos por un juicio que está 
laudado y perdido en dos instancias. 


En el Gobierno anterior los Ministros Astori y García negociaron largamente para pagar alrededor de US$ 
100:000.000, monto que está embargado por los ahorristas, es decir, antes de que el Estado pague a los 
bancos, primero debe pagar a los ahorristas. 


Por otra parte, el expediente resultante de esta negociación tuvo un trámite muy lento, ya que pasó por 
muchos organismos, por el Ministerio de Economía y Finanzas, por el Banco Central del Uruguay e, 
inclusive, ahora está en el Tribunal de Cuentas. Durante este proceso los bancos, que insistieron con el 
levantamiento del embargo, lograron esto. Tengo noticias de que en la primera semana de abril el embargo se 
levantará de hecho, porque, obviamente, los ahorristas no podrán pagar la contracautela que estaba en US$ 


500.000 y que ahora subió a US$ 17:100.000. Este plazo y este monto los fijó la doctora Teresita Rodríguez 
Mascardi, que es la Jueza a cargo de la causa. 


Obviamente, esto complica bastante la situación de los ahorristas del Banco Comercial, que estaban 
avanzando en su negociación. 


No se me ocurre proponer ninguna medida. Está previsto convocar al señor Ministro para la primera semana 
de abril, pero me parece que ya sería tarde, ya que se perderá acuerdo alcanzado con los bancos, que era 
beneficioso para el Estado uruguayo, por cuanto se pagaría el monto total menos los intereses y otros ajustes, 
y, previamente, se descontaba el pago a los ahorristas, que finalmente cobrarían a estos cuatro o cinco bancos 
la deuda de sus ahorros prácticamente expropiados. 


Me dicen que, con esta medida, el levantamiento del embargo sería inminente, porque, obviamente, los 
ahorristas no podrán pagar en treinta días los US$ 17:100.000 de depósito de la contracautela. Los bancos 
procederán a cobrar sin pagar a los ahorristas y dejarán de lado el acuerdo con el Estado uruguayo, que llevó 
tres años de negociación. 


Quiero compartir esta inquietud para acordar los pasos a seguir. Quizás se podría nombrar una delegación 
para que vaya a hablar con el señor Ministro a su despacho acerca de este asunto. 


Me parece un asunto muy delicado que reaviva el problema de los ahorristas del viejo Banco Comercial, que 
por esta vía habían resuelto la recuperación de sus ahorros. 


SEÑOR ASTI.- Tengo conocimiento del acuerdo alcanzado con los bancos por el Estado uruguayo, 
luego de los juicios internacionales que perdió Uruguay. Como dijo el Presidente, el acuerdo es 
beneficioso porque reduce el monto y los intereses a pagar. 


No obstante, desconocíamos este juicio de los ahorristas contra los bancos. El señor Presidente sugirió, y 
estoy de acuerdo, informarnos con el señor Ministro acerca del alcance de ese acuerdo para saber si queda 
algo por hacer. Sin embargo, conforme a la separación de Poderes, no podemos tomar ninguna iniciativa más 
que expresar nuestra preocupación. Respetamos todos fallos judiciales, y más que conocer el acuerdo, no sé 
cómo intervenir en esta etapa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No estaba pensando en intervenir en este proceso judicial, sino que una 
delegación hable con el señor Ministro en su despacho para saber si las acciones previstas en el acuerdo 
se podrían ejecutar antes de la caída del embargo, que es inminente. Tal vez ese plazo se pueda 
prorrogar por treinta días, lo que daría más tiempo al Gobierno para negociar. 


El problema fue que al Gobierno le llevó más de un año homologar internamente el acuerdo y por eso no se 
ejecutó. El expediente estuvo en el Ministerio de Economía y Finanzas, en la Dirección de Macroeconomía 
del Ministerio, en el Banco Central del Uruguay, es decir, pasó por una cantidad de oficinas, y ahora está en 
el Tribunal de Cuentas. 


Obviamente, el Gobierno debe conocer más detalles, y por eso queremos saber si el trámite que el Poder 
Ejecutivo lleva adelante para ejecutar el pago se podría realizar más rápido para evitar el levantamiento del 
embargo, que sería una catástrofe, porque el Estado perdería el acuerdo bien logrado en el período pasado, 
iniciado con el señor Ministro Astori y continuado por el señor Ministro García, que era muy beneficioso 
para Uruguay, todos nuestros ahorristas volverían a fojas cero porque los bancos levantarán más de US$ 
150:000.000 que tienen para cobrar y el Gobierno los pagará, porque es una instancia perdida y no cobrarán 
nada. 


SEÑOR ASTI.- No sé por qué el señor Presidente dice que cae el acuerdo alcanzado con los bancos. No 
conocemos el contenido del acuerdo, pero quizás establezca que se debe pagar a los ahorristas y eso ya 
estaba estipulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, pero al levantarse el embargo, ya no habrá capacidad de pago a los 
ahorristas, porque los bancos se harán de toda la plata. 


SEÑOR ASTI.- El mismo Presidente afirmó que eso ya estaba previsto en el acuerdo entre el Gobierno 
y los bancos. Entonces, el acuerdo se tendrá que cumplir totalmente, y si no se paga a los ahorristas, se 
estaría incumpliendo una parte. 


En todo caso, la caída del acuerdo podría implicar el no pago hasta que se cumpla con todas las cláusulas del 
acuerdo. 


Por eso, antes de afirmar que el acuerdo caerá, deberíamos conocer su contenido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo. Simplemente, estoy informando lo que se me ha dicho, que 
el acuerdo va a caer. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR GANDINI.- Me gustaría saber por qué suceden estas cosas, porque uno las mira de lejos y no 
las puede entender. Es decir ¿por qué se castiga a quien pide justicia? Habría que analizar el tema y tal 
vez deberíamos reunirnos con el Poder Judicial o con la Jueza. Me extraña mucho lo que comenta el 
señor Presidente, porque es una forma de impedir justicia. 


Cuando las condiciones exorbitan la posibilidad de quien quiere hacer valer su derecho, se está negando la 
posibilidad de hacer valer su derecho por la vía de una decisión judicial. 


Me gustaría estudiar este asunto, más allá de las consecuencias inmediatas y de lo que rápidamente requiere 
respuesta de la Comisión. En ese sentido, estoy de acuerdo con que una delegación vaya a hablar con el señor 
Ministro en estos días, y quizás así podamos entender mejor la situación y encontrar algún espacio para hacer 
gestiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a repartir un breve memorándum sobre el tema el que me permitió traer 
este planteo a la Comisión para que todos tengamos el mismo conocimiento de todos los detalles. Si les 
parece bien, podríamos acordar una entrevista con el señor Ministro en su despacho en el correr de 
estas horas deberíamos avisar a todos los que puedan concurrir para ver si podemos tener un 
conocimiento más cabal y preciso sobre el asunto. 


Luego de resuelta la entrevista y recopilando un poco más de información por nuestra propia vía, 
eventualmente, podríamos proceder como plantea el señor Diputado Gandini. Debemos explorar qué ha 
pasado en una causa judicial de este volumen y envergadura. 


En virtud de que hay consenso en lo que he planteado, vamos a proceder de esa manera. 


SEÑOR ASTLI.- Dado que tenemos estos minutos antes de recibir a la delegación, quiero plantear que 
deberíamos repasar los proyectos que tenemos en el orden del día; hace varias reuniones que venimos 
proponiendo que algunos de ellos se archivaran y hay otros que están llegando con aprobación del 
Senado. Creo que deberíamos establecer un orden de tratamiento, y más allá de que continuamos 
analizando el proyecto de ley sobre contrato de participación público-privada, deberíamos ir 
conociendo cuáles iremos abordando por las urgencias que podríamos tener en cada uno de ellos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a solicitar el listado. 


Dado que el primer invitado del día de hoy no pudo concurrir por razones de salud, la Comisión pasa a 
intermedio hasta la llegada de la segunda delegación. 


(Es la hora 10 y 25) 
——— Continúa la sesión. 


(Es la hora 10 y 55) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación de la Mesa Representativa del PP-CNT 
integrada por los Coordinadores de Mesa de Entes, señores Oscar López, Gabriel Portillo, Gabriel Molina, y 
por el Instituto Cuesta Duarte, señora Vanessa Bustamante, en el marco del análisis y discusión que se está 
llevando adelante en este ámbito del proyecto denominado "Contrato de participación público-privada para la 
realización de obras de infraestructura y prestación de servicios conexos". 


SEÑOR LÓPEZ.- Nuestra organización ha estudiado esta iniciativa, la famosa "PPP", y estamos 
procesando una discusión dentro de la Central, para luego tomar una decisión final y pública. 


La postura que vinimos a plantear hoy aquí tiene tres ejes. El primero de ellos refiere a la inversión en sí 
misma. Nosotros estamos de acuerdo con que el país debe buscar inversión privada para desarrollarse. En ese 
sentido, pensamos que la inversión no puede ser cualquiera ni en cualquier lado. La estrategia del desarrollo 
del país debe estar a cargo del Estado. El control y la gestión, también deben estar en manos del Estado o 
compartida de forma concreta. ¿Por qué planteamos esta situación? Porque hemos visto que en la discusión 
de este proyecto se aduce que ya hay muchas empresas que tienen sociedad con el Estado. Existen 
emprendimientos de este tipo en distintas empresas públicas y creemos que no es correcto. Esas iniciativas se 
valoraron y se concretaron en una coyuntura política en la que primaban las políticas neoliberales. Nosotros 
desechamos esa situación. 


En definitiva, nos parece positiva la posibilidad de invertir desde la actividad privada y, también, que se haga 
desde el Estado, lo que, por otra parte, ya se está haciendo. No obstante ello, UTE o la Administración 
Nacional de Puertos, que han llevado adelante proyectos importantes, estratégicos, que han tenido la 
posibilidad de invertir, han visto frenada esa posibilidad por parte del Gobierno, porque la analizan a través 
de números macro que debe enfrentar. Entendemos que debe seguir y aumentar la inversión del Estado. 
Creemos que debe existir y continuar una importante inversión del Estado. Para poner un ejemplo de qué tipo 
de inversión privada nos parece lógica, podemos citar la tecnología de punta, que el país necesita y el Estado 
no tiene posibilidades. Consideramos que invertir en infraestructura es muy importante, pero para nosotros es 
una ampliación de lo que ya existe y no una sustitución de los cometidos que cumple el Estado por una 
inversión pública. 


El segundo eje de nuestra postura radica en la herramienta que plantea el Gobierno, en el proyecto de ley. 
Consideramos que esta iniciativa debe tener una modificación profunda. Para nosotros es muy importante el 
control parlamentario en cuanto a la marcha de los emprendimientos, a los tipos de contratos que se realizan, 
a los montos que se van a invertir y a lo que se va a endeudar el país para generaciones futuras 


Creemos que este proyecto de ley es muy amplio, que puede utilizarse como una herramienta para 
situaciones privatizadoras. No pensamos que el proyecto de ley en sí sea privatizador, sino que se puede 
utilizar para situaciones de privatización. 


El tercer eje apunta a que aquí hay una reforma del Estado, muy seria e importante, que va a modificar 
algunas reglas de juego de estructuras de empresas o de sectores públicos y de la relación de los trabajadores 
en esa situación. 


Por lo tanto, planteamos que se debe abrir un espacio de discusión y negociación con los trabajadores sobre 
el proyecto. Hasta ahora, más allá de que el Gobierno nos presentó el proyecto, no hemos tenido espacio de 
discusión. Sabemos que habrá una discusión parlamentaria importante y como movimiento obrero, como 
importante grupo social, queremos participar de ella. 


Esos serían, entonces, los tres aspectos que queremos resaltar del proyecto. Por supuesto, seguimos 
trabajando en esta iniciativa y vamos a presentar al Parlamento, al Gobierno y a la opinión pública un 
documento más elaborado, estructurado y desarrollado, que va a contener la posición de la Central en este 
aspecto. 


SEÑOR MOLINA.- En la misma línea del planteo prolijo y serio que hizo el compañero López a esta 
Comisión, quiero decir que es evidente que es un trabajo pesado, que va a requerir más tiempo para 
arribar a conclusiones concretas. 


En definitiva, se definió a grandes rasgos cuál es la opinión del movimiento sindical en este sentido, 
reafirmando algunos conceptos, que muchas veces hemos planteado y llevado adelante en conjunto. 


El artículo 188 de la Constitución de la República prevé llevar adelante emprendimientos de este tipo con los 
controles parlamentarios correspondientes y determina dónde se pueden realizar. Por lo tanto, nos 
preguntamos por qué se crea este proyecto de ley. Nosotros no nos oponemos a esta iniciativa, pero como 
actores sociales de primera línea en la defensa de las empresas públicas en años anteriores, queremos un 
espacio para discutirla con seriedad y tranquilidad y con más tiempo. Decimos esto porque existe una ley de 
negociación colectiva que prevé espacios de negociación entre trabajadores. Nosotros no los hemos tenido, 
solamente se nos ha presentado el proyecto de ley. En ese sentido, hemos exigido un espacio para comenzar a 
discutir en forma bipartita este proyecto y colocar la opinión de los trabajadores arriba de la mesa. Hemos 
venido acá sin haber tenido esos espacios para discutir esta iniciativa, que ya está en manos de algunos 
parlamentarios y en conocimiento en la opinión pública. 


Creemos que es un tema más serio y profundo de lo que se plantea y, por lo tanto, es conveniente crear un 
espacio para seguir discutiendo. 


En definitiva, como bien decía el compañero, nuestra opinión es concreta y bien clara. No nos oponemos a 
algún tipo de emprendimiento que lleve al Estado a estar en lugares donde hoy no tiene presencia, pero 
somos celosos guardianes como lo hemos sido y lo seguimos siendo de las actuales empresas públicas que de 
alguna manera se tienen que reactivar, revitalizar y darle el poder que tienen. Creemos que desde ese punto 
de vista el Estado tiene la obligación de invertir. Tomando en cuenta que la riqueza en el país ha crecido 
mucho tal cual lo han dicho públicamente representantes del Ministerio de Economía y Finanzas no vemos 
por qué el Estado no tendría que invertir en algunas áreas como en AFE en las cuales debe tener presencia y 
no debe dejar de tenerla. 


SEÑOR PORTILLO.- Voy a hacer tres comentarios generales del proyecto de ley a cuenta de lo que 
mencionaron mis compañeros sobre el taller de trabajo que se va a realizar a fin de mes en el PICNT, 
en el cual se abordará artículo por artículo. 


En primer lugar, vemos algunas inconsistencias entre la exposición de motivos y el articulado. Hay muchas 
cosas que se dicen en la exposición de motivos que luego no se reflejan en el articulado. Y como lo que se 
vota es un proyecto de ley y no una exposición de motivos, estamos preocupados. 


En segundo término, se ha hecho mucho hincapié en la transferencia de riesgo al privado, pero no vemos en 
ningún lado del proyecto que eso quede asegurado. Por tanto, esa también es una preocupación. 


Por otra parte, en el marco institucional vemos contradicciones y superposición de cometidos. Me refiero a 
los artículos 4*, 7% y 8%. A su vez, los artículos 9%, 10 y 11 otorgan a la Administración amplias facultades para 
la contratación a través de la Corporación, y la separa de los proyectos. Para nosotros eso también implica un 
debe. Con respecto al artículo 12 uno de los medulares del proyecto de ley, hemos leído la versión 
taquigráfica de las palabras vertidas por los constitucionalistas que han concurrido a esta Comisión. Algunos 
dijeron que era una forma de eludir el derecho público, además de los controles del TOCAF. También vemos 
con cierta reserva esa situación. Asimismo, vemos un amplio espacio para la reglamentación. 


Por último, nos queda una duda que vamos a trasladar acá pero posiblemente tendremos que trasladarla 
también al Poder Ejecutivo. Me refiero a las políticas públicas que se piensa desarrollar a partir de la 
aprobación de este proyecto de ley ¿Por qué no se establecen en el proyecto? ¿En qué dirección vamos? 
Están contenidas en la exposición de motivos, pero no en el articulado. 


Esta es una primera lectura del proyecto de ley. Vamos a seguir trabajando. El Instituto Cuesta Duarte nos 
está ayudando en lo que tiene que ver con los temas legales y económicos. Luego daremos públicamente una 
posición más acabada de lo que entendemos contiene el proyecto. 


SEÑOR ABDALA.- Voy a hacer solo una pregunta porque la información que hemos recibido a través 
de la intervención de los delegados del PP-CNT es muy elocuente en cuanto a cuál es la visión general 
que tiene la organización sindical con respecto al proyecto. Esperaremos las definiciones en cuanto al 
procesamiento que está en marcha con relación a los aspectos concretos. Sin perjuicio de ello, tenemos 


algunas pistas bastante interesantes, tanto desde el punto de vista de los contenidos del proyecto como 
del procesamiento de la definición. Aquí hay un reclamo en cuanto a generar una instancia de 
negociación colectiva, supongo que invocando los términos de la Ley de Negociación Colectiva. 
Supongo también que eso se asocia a la circunstancia que el PP-CNT infiere en cuanto a que una 
modificación de estas características podría afectar las relaciones laborales en el sector público, y por 
eso mismo está exigiendo el cumplimiento de la ley en ese aspecto, lo que me parece una actitud 
razonable y coherente. 


Voy a hacer una pregunta específicamente sobre el objeto y los aspectos más generales. 


Quiero saber si tal como está consagrado el artículo 1” y definidos los términos del proyecto de ley que 
estamos analizando que según se dice será objeto de modificaciones de ajuste, pero hoy lo que estamos 
analizando es este proyecto y a él tenemos que remitirnos el PP-CNT advierte, más allá de todas las 
instancias que tiene previsto cumplir, algún riesgo de privatización importante, tanto de obras como de 
servicios públicos. Esta pregunta se la he trasladado prácticamente a todas las delegaciones que nos han 
visitado, porque entendemos que el artículo 1* está tan mal resuelto o es de una laxitud tal que podría llegar a 
admitir no solo lo que en la exposición de motivos y en la justificación pública del proyecto se ha pretendido 
invocar que es la realización de obras de infraestructura tanto en el plano productivo como social sino que la 
interpretación jurídica del artículo 1* y la aplicación de la ley podría conducir de eso no tengo dudas a fines 
diferentes o a resultados bastante más amplios que el que acabo de mencionar. Advierto además que la Mesa 
Coordinadora de Entes que es parte del PIT-CNT y acá hay dos de sus integrantes, porque tanto el señor 
Molina como el señor López representan a los sindicatos de dos empresas públicas ha señalado públicamente 
algún riesgo en esta dirección. Supongo que no habrá sido casual que el señor Molina haya hecho referencia 
a la situación de AFE, porque específicamente hemos visto y leído manifestaciones de integrantes del 
Directorio de ese Ente o del propio Ministro de Transporte y Obras Públicas que pueden eventualmente dar 
lugar a diferentes interpretaciones. Entiendo que la Mesa Coordinadora de Entes que, según tengo entendido, 
se ha movilizado por esa misma razón ha advertido allí la alternativa de que esto podría conducir a una 
eventual situación de concesión de un servicio público o a una redefinición del modelo institucional de AFE 
por la vía de la aplicación de esta ley. 


Por eso, vinculando una cosa con la otra, pregunto si más allá de que por supuesto todavía falta un análisis 
más profundo e intensivo del proyecto de ley, los ajustes que el PP-CNT reclama y las modificaciones del 
texto que estamos analizando podrían vincularse con el riesgo de que tal como están planteadas las cosas esto 
podría conducir a situaciones o ensayos de privatización de servicios públicos con los cuales descuento el 
PTEECNT no está de acuerdo. 


SEÑOR LÓPEZ.- No creemos que este proyecto de ley sea privatizador; creemos que es una 
herramienta que se puede utilizar para la privatización si no se toman los recaudos de ajustar alguna 
situación. Nosotros, como todos ustedes, creemos en la democracia, y la democracia permite 
alternancia en el Gobierno. El Partido al que pertenece el Gobierno no tiene en su programa privatizar 
las empresas públicas. Pero este proyecto de ley no es claro en el sentido de ajustar esa situación. 
Teniendo en cuenta lo que hemos vivido durante tantos años, podríamos dar veinte ejemplos de 
sociedades que se hicieron en las empresas públicas, que a nuestro entender fueron malas y se utilizó el 
término asociación pública-privada para privatizar. Pero este no es el tema de hoy; no venimos a 
hablar de situaciones anteriores. Queremos prever que con este proyecto de ley no se llegue a esa 
situación. 


Con respecto al tema de AFE, es clarísimo que estamos respaldando a los compañeros del sindicato en su 
proyecto de mantener su condición de trabajo. Tenemos una crítica para el Gobierno que nos parece 
importante y profunda. Me refiero a la falta de democratización de la información del proyecto que el 
Gobierno está estudiando y por oídas creemos que resuelto sobre el futuro de AFE. 


Digo esto con relación a dos aspectos. En primer lugar, está el aspecto legal, porque ahora tenemos una Ley. 
de Negociación Colectiva que implementa herramientas para esa discusión y exige que se presente 
información sobre los temas. En segundo término, hay una cara distinta a la que el Gobierno plantea 
públicamente. Si no hay democratización de la información, no hay discusión en igualdad de condiciones. 
Nosotros no podemos decir que el proyecto de AFE es malo o bueno, porque no lo conocemos. Además, 


debemos tener seriedad y no discutir sobre comentarios. Nosotros sí conocemos un plan estratégico que tiene 
el Directorio de AFE para mejorar la situación de la empresa y concordamos con el. 


Encontramos una contradicción entre un plan estratégico elaborado por el Directorio, que responde al 
Gobierno, y otra alternativa, que no conocemos, también propuesta por el Gobierno. Nadie desconoce que el 
señor Ministro de Transporte y Obras Públicas ha dicho públicamente, con mucho énfasis, que necesita de la 
aprobación del proyecto de inversión público-privada para desarrollar AFE. Como no sabemos qué desarrollo 
se quiere dar a AFE, hacemos un paréntesis y criticamos y responsabilizamos al Gobierno por la falta de 
democratización de la información. 


SEÑOR GANDINI.- Agradecemos la utilidad de los comentarios de la delegación del PIT-CNT, que 
aportan un enfoque diferente al que hemos venido recibiendo hasta ahora, más de la Administración, 
de los inversores, más técnico. 


Estoy de acuerdo en que la exposición de motivos y el texto no coinciden. Se expresan intenciones que en el 
texto no están consagradas. 


Quiero comentar a la visita que hay tiempos parlamentarios que vienen siendo delineados. Es de suponer que 
en lo que queda de este mes y, probablemente, en la primera parte del que viene, la Comisión va a estar 
concluyendo el debate sobre este proyecto. Ustedes son la última delegación que recibimos; una delegación 
que quedaba por recibir hoy, no pudo concurrir. A través de la prensa, vamos teniendo noticias de que hay 
debates en la bancada de Gobierno para introducir modificaciones. El Partido Nacional ha manifestado una 
visión positiva al respecto y tiene modificaciones para incorporar. 


El proyecto se va a aprobar; hay voluntad política para que se apruebe con determinadas modificaciones. Lo 
que estamos discutiendo es eso. Los inversores quieren más garantías, las AFAP y los eventuales 
financiadores quieren más garantías, las constructoras quieren otros elementos, el Estado, otros, el Tribunal 
de Cuentas, más participación; todos plantean elementos nuevos desde su óptica y rol, pero, hasta ahora, 
nadie está oponiéndose a la solución de fondo. 


Todavía hay algunas dudas en cuanto hasta dónde va este proyecto. Por eso, es bueno que ustedes participen 
hoy. Está claro que es una herramienta imprescindible para el Gobierno en cuanto a la infraestructura vial, 
tanto que en el Presupuesto Nacional que pasó por esta Comisión no se le da recursos. No los tiene porque se 
dice que esos recursos se van a obtener por la aplicación de esta ley. En el Presupuesto hay US$ 600:000.000 
para mantenimiento; los otros US$ 600:000.000 para construcción de nueva obra se supone que se captarán 
del sector privado, no por un sistema de concesión, porque no hay carretera para concesionar con peajes, sino 
por un sistema de esta naturaleza; el Estado pagará en cuotas y establecerá en su contabilidad un sistema de 
pago corriente que modifica las cuentas públicas y da otras posibilidades para invertir, no es un 
endeudamiento. Pero ahí la plata tiene que venir del sector privado. 


Lo mismo sucede con el sector ferroviario. Hay una voluntad política de desarrollarlo, pero no hay recursos. 
Estos tienen que venir del sector privado. Lo mismo sucede con los puertos. 


La delegación de la Corporación nos dice que tienen más de una docena de iniciativas para las cárceles, con 
todas las modalidades, desde construcción hasta administración; salvo la seguridad, todo lo demás. Quiere 
decir que hay una gama amplia de infraestructura típica, de infraestructura en el sentido amplio e, inclusive, 
de infraestructura social. Esta es una definición importante que está en el artículo 1* y que la Comisión va a 
discutir. Si la delegación tiene definiciones concretas al respecto, sería bueno que nos las haga llegar. 


Se dijo que este proyecto consagra una verdadera reforma del Estado. Me gustaría tener alguna referencia 
más con relación a este concepto. ¿Por qué la delegación entiende que esto es una reforma del Estado? 
Coincido en que hay algunos aspectos que cambian las reglas, pero me gustaría conocer la opinión de la 
Mesa Representativa del PIT-CNT. 


SEÑOR MOLINA.- Desde hace más de cinco años, tratamos de participar en espacios para discutir la 
tan mentada transformación democrática del Estado. Hasta este momento, no hemos encontrado ese 
lugar para discutir seriamente este tema, que es muy pesado y que durante muchos años se ha 


intentado cambiar de una manera o de otra. En los lugares donde hemos logrado participar, nos hemos 
encontrado con que hay proyectos, pero nunca se han presentado para discutir. 


Decíamos que este proyecto también es una reforma del Estado porque se cambia la norma jurídica y algunos 
trabajadores van a empezar a regirse bajo el derecho privado; se junta lo público con lo privado. Para 
nosotros, eso es una reforma del Estado, por lo que queremos generar un espacio para discutir, no de la 
manera en que se está haciendo. Retvindicamos la posición del movimiento sindical y de la Mesa Sindical 
Coordinadora de Entes en cuanto a que la Ley de Negociación Colectiva habilita espacios para discutir. 
Nosotros estamos reivindicando esos espacios. Queremos discutir sobre estas cosas. Estamos abiertos a 
discutir dónde se van a llevar adelante estos emprendimentos, pero no queremos que se nos lleve a los 
ponchazos, porque las propuestas no han pasado por ningún espacio y a nosotros no nos han tomado en 
cuenta. 


SEÑOR GANDINI.- Con respecto a la primera reflexión que se hacía en torno a la reforma del Estado, 
debo decir que esto no es diferente a lo que está pasando. La Comisión ha analizado este tema. Hoy, 
buena parte de los recursos públicos se manejan a través de Sociedades Anónimas propiedad del 
Estado. Las Sociedades Anónimas de ANTEL, UTE, ANCAP son numerosísimas, y buena parte de los 
recursos o fondos públicos o de los intereses públicos se manejan a través de sociedades anónimas. En 
algunos casos, son propiedad exclusiva de una empresa pública y, en otros casos, en sociedad con otros, 
en mayoría, y a veces, en minoría, como es el caso de PLUNA. 


Se han creado un sinnúmero de sociedades anónimas que funcionan, más allá de quién es el propietario de las 
acciones, bajo el derecho privado; allí los funcionarios son no públicos. Del mismo modo, hemos tenido una 
fuerte huida del derecho administrativo, como lo han calificado aquí los técnicos que han venido, a través de 
la creación, entre otras cosas, de personas de derecho público no estatal, que también son muchas, en las que 
hay intereses públicos administrados a través de un formato que da más agilidad, pero menos garantía. El 
Tribunal de Cuentas no está, la Auditoría Interna de la Nación no está, los funcionarios no son públicos. 
Cuando observamos la explotación de casinos, advertimos una fuerte tendencia en la Intendencia hacia los 
casinos privados, pero también una megalicitación del Gobierno, por ahora interrumpida, y negociaciones 
particulares con un sinnúmero de empresarios privados para transformar casinos públicos en casinos mixtos. 
Allí, el Estado participa con una parte, y el particular, con otra, la propiedad se distribuye y, por supuesto, las 
ganancias. 


Esto ya lo tenemos, ya existe, y no ha habido oposición del movimiento sindical. Ha ido desarrollándose 
pacíficamente en los últimos años, con una cantidad de nuevas sociedades anónimas y de nuevas personas de 
derecho público no estatal. Por eso me llama la atención que se diga que se va hacia una reforma del Estado, 
cuando estamos en plena reforma del Estado. En estos últimos años, ha habido un fortísimo empuje hacia una 
reforma del Estado. El Presupuesto Nacional, que pasa por el Parlamento, es cada vez más chico; cada vez 
queda más reducido a la Administración Central. Buena parte de lo que antes pasaba por aquí, ya no pasa; 
buena parte de lo que antes controlaba el Tribunal de Cuentas, ya no lo controla, porque tiene otra modalidad. 
Es más: una de las razones por las cuales se va hacia ese formato, a que el Tribunal de Cuentas no controle, 
es porque lo hace "muy lento", entre comillas. 


El Tribunal de Cuentas conoce el balance anual, como el Parlamento, por la prensa, o conoce una decisión 
que es intervenida por el Tribunal de Cuentas a posteriori de que se haya tomado, no como en la 
Administración Central o en los Entes Autónomos, que debe ser tomada preventivamente. 


No quiero entrar en las excepciones del artículo 33 del TOCAF, que la delegación conoce muy bien. Hoy, el 
Estado no está obligado a hacer licitaciones para muchísimas cosas por la idea de que está en competencia. 
Entonces, ANTEL ya puede instalar torres de telecomunicaciones sin licitarlas; aunque lo haga, está 
autorizado a no hacerlo, porque está en competencia. Lo mismo sucede con la compra de combustibles, la 
generación de energía eléctrica, el puerto y no sé cuántas otras cosas. Por lo tanto, pueden contratar desde una 
empresa de publicidad hasta un insumo sin licitación, porque es una de las excepciones establecidas en los 
nuevos literales del artículo 33 del TOCAF. Se trata de excepciones a la compra mediante los requisitos de la 
competencia, porque se está en competencia. Esto es una verdadera reforma del Estado y una huida del 
derecho público sobre la base de obtener más eficiencia, rompiendo el equilibrio entre eficiencia y garantía. 
Esto ha sido aceptado pacíficamente. 


Me gustaría saber cuál es la diferencia entre las PPP y estas otras cosas que se han ido haciendo, 
pacíficamente, en rendiciones de cuentas, en leyes de presupuesto y en leyes comunes, e, inclusive, por la vía 
del decreto. 


Trato de entender dónde está el gran cambio, la gran reforma del Estado, a diferencia de la reforma que se 
viene realizando paulatinamente durante todos estos años. 


(Ingresan a Sala el señor Juan Castillo y el doctor Mario Pomatta) 


SEÑOR MOLINA.- Pacíficamente, no. Algunas reformas se dieron en circunstancias distintas, y otras, 
como en el caso de ANTEL a que hacía mención el señor Diputado, en situación de conflicto. El 2 de 
abril de 2007 firmamos un acuerdo relativo al "call center" y a que los servicios vuelvan a ANTEL. 
Hasta el momento, no solo no se ha respetado el acuerdo, sino que tampoco se han abierto espacios 
para que los trabajadores discutan la tan mentada Sociedad Anónima en el "call center" de ANTEL. 
La cuestión no fue muy pacífica. Que no se haya logrado quebrar la muñeca a algunos 
emprendimientos es algo distinto a la opinión que tenemos los trabajadores en ese sentido. 


SEÑOR MUJICA.- Hemos escuchado todo lo que se ha dicho con mucha atención. El análisis primario 
que hace la Central, en gran medida, es compartido por nosotros, porque, en última instancia, las 
modificaciones que estamos discutiendo van en línea con los planteamientos formulados. 


Me pareció muy interesante que la Central interpretara este proyecto, no como una reforma del Estado en sí 
misma, sino como una herramienta que debería comprenderse dentro de un proceso de reforma del Estado. 
Creo que, efectivamente, debe ser así, y en nuestro análisis lo estamos abordando de esa manera, 
precisamente, en gran medida porque las formas de relacionamiento entre lo público y lo privado a que 
aludió el señor Diputado Gandini son las peores que podamos tener. 


En ese sentido, creo que este es el primer proyecto que ojalá inaugure una generación de proyectos que vayan 
estableciendo otro modo de relacionamiento entre lo público y lo privado que no esté pautado por la 
enajenación de bienes públicos productivos para el sector privado y sí por la colaboración del capital privado 
en la creación de patrimonio público, que es lo que intentamos que este proyecto realmente promueva. 
También pretendemos que no esté pautado por la enajenación de los privados de la gestión de servicios que 
integran políticas públicas, y que aun en aquellos casos en los cuales las infraestructuras sean provistas por 
capital privado, el Estado tenga en sus manos el control de la política pública, sin tener que discutirla con un 
efector privado en ninguna de sus etapas. 


En ese sentido, tal vez este proyecto ponga un cimiento para nuevos modos de relacionamiento entre lo 
público y lo privado, diferentes en su espíritu de aquellos viejos modos que nos dejó en herencia el avance 
neoliberal de lo privado sobre lo público. 


Entonces, quizás el PIT-CNT incorpore este proyecto con muchas correcciones a un proceso de reforma del 
Estado, y me parece muy bien que integre el capítulo laboral, esa nueva condición que se mencionaba que, 
sin duda, debe ser analizada. 


La intervención fue muy positiva, y recibimos con mucho agrado la propuesta. Vamos a seguir discutiendo el 
proyecto. 


Como informó el señor Diputado Gandini es de honestidad intelectual decirlo, el Gobierno manifestó que 
tiene plazos y urgencias, porque la demanda por la aprobación de este proyecto está vinculada con la 
necesidad de infraestructura. Es verdad que existe cierto apuro en aprobarlo, pero queremos sacarlo lo mejor 
posible, sin olvidarnos de los tiempos. 


Por último, quiero expresar algo a título personal y no de la bancada. Hasta que las propuestas de los 
Ministerios no toman estado parlamentario, yo no me considero informado de la propuesta. Yo tampoco sé 
nada del proyecto de AFE, y me voy a informar cuando tome estado parlamentario. De modo que no hay que 
apurarse a considerar que el Gobierno está empujando esta cosa; yo soy parte del Gobierno, y todavía no sé 
de qué se trata. Voy a informarme cuando llegue acá. 


SEÑOR BERNINI.- Bienvenido sea que este sector tan importante de la sociedad tenga su voz en este 
ámbito, máxime cuando estamos considerando un proyecto que, sin duda, tiene una jerarquía 
estratégica muy trascendente. Naturalmente, además de los aportes valiosos de los especialistas en 
materia de Derecho Administrativo y Comercial, las AFAP que no dejan de administrar otra cosa que 
el dinero de los trabajadores, que podría ser parte del financiamiento de las necesidades de 
infraestructura que tenemos, es muy trascendente la voz del movimiento sindical, en su doble vertiente, 
que quedó plasmada a partir de la primera intervención del señor López respecto de los tres ejes 
fundamentales, donde claramente dos de ellos son estratégicos, programáticos, y uno tiene que ver con 
la defensa de los intereses de los trabajadores. 


Por lo tanto, saludo la forma que se formuló el planteamiento; no esperaba otra forma en la medida en que 
nuestro movimiento sindical siempre se ha caracterizado por aportar en una visión estratégica de país, 
además de defender los intereses corporativos, en el buen sentido de la palabra, de los trabajadores. 


Creo que han aportado en ciertos aspectos algunos, conceptuales, y otros, concretos que forman parte del 
debate que ya es público y, como siempre, las iniciativas del Poder Ejecutivo son pasibles de modificarse en 
el marco de un debate donde tengamos la capacidad de atender a las distintas visiones. En ese sentido, la más 
trascendente, a mi juicio, es la del movimiento sindical. 


Por un lado, coincidimos con la necesidad de generar las inversiones para un país productivo, que se nos está 
quedando muy apretado en cuanto a la infraestructura, para que siga avanzando ese desarrollo y, por otro, con 
visualizar las asociaciones público-privadas como una herramienta y no como un fin estratégico en sí mismo, 
como modos, formas para desarrollar la infraestructura, tanto en uno de sus aspectos principales, que es el 
financiamiento es una de nuestras carencias; no tenemos presupuesto, como de la propia gestión y el control, 
todos términos utilizados por la delegación del movimiento sindical, que también forman parte de nuestro 
debate. Podemos adelantar que tenemos una visión conceptual similar respecto del perfeccionamiento que 
debemos dar al proyecto de ley. 


También reivindico y saludo la participación de los trabajadores en los ámbitos legales que este mismo 
Parlamento aprobó me refiero a la ley de negociación colectiva para los funcionarios públicos, cuyo objetivo 
principal es que en ese ámbito el Gobierno discuta y negocie con el movimiento sindical todo lo que pueda 
afectar a los trabajadores del sector público 


Por último, quiero decir que no arrancamos con un proyecto de asociación público-privada y que actualmente 
no hay nada. Así como el señor Diputado mencionó algunas formas que se está dando el Estado en el ámbito 
privado para agilizar los procesos, que tiene sus pro y sus contra, también existe un marco jurídico. En ese 
sentido, quiero saber qué piensa el movimiento sindical acerca de la ley de concesión de obra pública, que 
hoy está vigente y se aplica y que, en mi opinión, no da ninguna garantía para el desarrollo de la 
infraestructura; con concesión o sin ella, no establece ningún control independiente de los organismos que 
tiene el Estado para su propio autocontrol, y mucho menos, intervención del Parlamento, que es uno de los 
órganos que da garantías en nuestro sistema democrático, precisamente, para controlar mejor la gestión del 
Poder Ejecutivo, que implica, entre otras cosas, gasto de dinero que es de todo el pueblo uruguayo, que, 
necesariamente, tenemos que ser eficientes a la hora de gastar. 


Por lo tanto, pregunto a la delegación del PPIECNT qué opinión le merece el marco legal vigente, 
particularmente en lo que tiene que ver con la Ley de Concesión de Obra Pública. 


SEÑOR LÓPEZ.- El marco vigente es malo y, sin duda, bajo su amparo se formaron algunas 
asociaciones que mencionó el señor Diputado Gandini. Es cierto que este marco no da garantías. 


Nuestra preocupación surge en el pasado, cuando lo padecimos profundamente, y no hacia el futuro. 
Entonces, si este proyecto quiere mejorar, debe prever algunos elementos que son imprescindibles. Si no se 
prevén algunos mecanismos para controlar estas asociaciones, este proyecto sería una herramienta para 
privatizar, como sucedió en el pasado. 


SEÑOR ASTI.- Nos complace cómo se ha intercambiado opiniones en esta sesión. Después de escuchar 
varias intervenciones, tanto de la oposición como de nuestra bancada y, fundamentalmente, del PTE 
CNT, queremos hacer una reflexión. 


Este proyecto viene, precisamente, a superar algunos problemas del marco institucional en la participación 
público-privada; prefiero utilizar la expresión "participación público-privada" o "contratos de participación 
público-privada" que el término asociación, por diversos motivos que, seguramente, están en el fondo de lo 
que el movimiento sindical ha tratado de advertir. 


Un aspecto fundamental a resaltar de este proyecto es que antes de aprobar este mecanismo de la 
participación público-privada, prevé la necesidad de analizar su conveniencia para el país y para la sociedad, 
aspecto que no estaba en la legislación anterior y que preocupa al movimiento sindical y a otros integrantes 
de la sociedad, porque hoy esto lo ha dicho reiteradamente el Poder Ejecutivo se podría hacer todo sin 
aprobar este proyecto que el proyecto llama como de "autocontenido", simplemente recurriendo a diversas 
normas legales vigentes. 


Obviamente, la Ley de Concesión de Obra Pública, recién referida por el señor Diputado Gandini, es un 
ejemplo, pero no el único. Esta ley no establece la necesidad de analizar previamente la conveniencia ni las 
garantías, que sí contiene este proyecto seguramente, cuando termine el proceso de discusión parlamentario 
tendrá más, tanto para el Estado como para los privados. Cuando hablo de garantías para los privados, no nos 
ponemos en la vereda del frente, sino que este proyecto establece la seguridad de que los privados conocerán 
previamente las condiciones y, de aceptarlas, participarán en esas condiciones, y no tratarán de modificarlas, 
como ha sucedido. En efecto, por la falta de un marco regulatorio, en muchas licitaciones públicas de 
emprendimientos importantes el Estado terminó pagando mucho más de lo previsto y obtuvo la 
infraestructura correspondiente mucho tiempo después de lo previsto. 


Ese tipo de participación ha perjudicado al país y a la sociedad, y tenemos múltiples ejemplos de obras 
licitadas y contratadas que fueron demoradas por años. Por lo general, cuanto más se demora, el más 
beneficiado es el privado y no el Estado, y menos aún la sociedad, que no puede utilizar esos recursos. 


Entonces, queremos transmitir la tranquilidad, por lo menos, de nuestra bancada, en el sentido de que este 
proyecto apunta en la dirección correcta, y, seguramente, en el trámite parlamentario se incorporarán mayores 
precisiones a algunos términos que puedan causar duda, alguna nebulosa, pero será una muy buena 
herramienta para potenciar la participación del Estado en el desarrollo del país en infraestructura que vaya en 
beneficio de toda de la sociedad, en primer lugar, de los trabajadores, que serán los que tendrán la 
oportunidad de participar en ese crecimiento del país y en ese desarrollo, no solo económico sino también, 
como debe ser, social y humano. 


SEÑOR POMATTA.- Gracias por recibirnos y las disculpas por haber llegado tarde; estaba en otra 
Comisión. 


Hay un aspecto que me gustaría poner de manifiesto con relación a la concesión de obra pública. 
Compartimos con el señor Diputado Bernini que es un tema preocupante y que es un marco regulatorio al que 
hay que prestarle la debida atención porque no es lo suficientemente garantista de esos procesos de concesión 
de obra pública. Pero creo que el problema no está solamente en ese marco regulatorio sino en que el Estado 
no siempre se asocia con el capital privado tal y como lo establece el artículo 188 de la Constitución. Y viene 
a cuento porque en la visión que tiene el movimiento sindical seguramente ya se les ha trasladado a ustedes 
nosotros ponemos el acento en el artículo 12 que no permite que el Estado procure la participación público- 
privada directamente con el privado. El artículo 12 lo prevé en función de tres variables: un organismo 
público con otro, un organismo público con una empresa pública no estatal o un organismo público con una 
persona jurídica del derecho privado cuyo capital mayoritario sea del Estado. Eso se hace a través de una 
asociación, de acuerdo con el artículo 188 de la Constitución. Si eso se hubiera hecho así en la mayoría de las 
concesiones de obra pública, no hubiéramos tenido los problemas que el movimiento sindical ha señalado 
como tales. Por lo tanto, al margen de los cuestionamientos que se han señalado, inclusive desde filas del 
Gobierno, en función de dar prolijidad a este proyecto para hacerlo posible, queremos poner el énfasis en que 
leímos atentamente que dentro de las variables no está la posibilidad de que el Estado se asocie con el capital 
privado; en todo caso, está la que se asocie con personas jurídicas del derecho privado cuyo capital 
mayoritario haga patente la presencia del Estado, y eso se hace como lo ordena el artículo 188 de la 
Constitución. 


En el proyecto de ley se habla de todo menos del artículo 188. Por lo tanto, desde nuestro punto de vista, 
sería bueno tenerlo en cuenta para que no andemos impulsando plebiscitos, como lo hicimos en el caso de 


ANCAP, cuando no se trataba de oponerse a una ley sino de decir no a esa ley de asociación y sí a una que 
tuviera el debido control del Estado. 


SEÑOR ABDALA.- La intervención del doctor Pomatta que acabamos de escuchar es absolutamente 
elocuente y a mí me da pie para fundamentar la reflexión que pretendía hacer, inclusive antes de 
escucharlo a él. 


Aquí se ha dicho que, en tal caso, hay una enorme discrepancia y negación condenatoria de todo lo que se ha 
venido cumpliendo en lo que tiene que ver con las experiencias de asociación entre el Estado y el capital 
privado, la huída del derecho administrativo y, por lo tanto, la realización de emprendimientos en el marco 
del derecho privado a los efectos de que, en aras de la eficiencia y de la flexibilidad, se puedan cumplir 
determinados objetivos, con todos los riesgos que eso entraña desde el punto de vista del interés público. 
Poco más, poco menos, esta ha sido una preocupación que manifestó tanto el PIT-CNT como varios 
legisladores presentes y que nosotros podemos llegar a compartir. 


Lo primero es determinar si esto representa hacia el futuro un cambio con relación a esa situación, en qué 
momento debe ubicarse el inicio y el fin de esa situación, y si esto está referido, en todo caso, a un tiempo 
más lejano o, eventualmente, ese cambio cualitativo también tiene que ver con las experiencias que aun 
durante la actual Administración se vienen desarrollando. Porque, en todo caso, desde el punto de vista 
formal y de la figura jurídica, esa alternativa la hemos visto utilizada en este mismo momento y por la actual 
Administración, por ejemplo, en lo que tiene que ver con la sociedad anónima que están constituyendo UTE 
y ANCAP a los efectos de llevar adelante la interconexión energética con Brasil. Yo no digo que esté mal o 
bien; digo que desde el punto de vista de la naturaleza jurídica estamos frente a soluciones de la misma 
esencia. Y esto hablando con absoluta objetividad, más allá de cualquier condicionamiento de carácter 
político o apasionamiento con relación a los episodios que se vivieron en el pasado. 


Si lo que este proyecto de ley quiere representar hacia el futuro es el inicio de una nueva era en lo que tiene 
que ver con las relaciones entre el Estado y el capital privado, francamente creo me parece que surge de las 
preocupaciones que todos a esta altura tenemos en cuanto a los contenidos del proyecto de ley que el texto 
que estamos analizando no lo logra ni remotamente. Es más, es una solución mucho menos garantista, 
muchos menos reglamentarista y, desde ese punto de vista, bastante más riesgosa que muchas de las 
soluciones que en el pasado se ensayaron y que terminaron por no prosperar en función de la oposición 
política que en aquel momento se interpuso tanto desde los partidos de la oposición como del propio 
movimiento sindical. Y hago referencia, por ejemplo, a la propia ley de asociación de ANCAP que el doctor 
Pomatta acaba de invocar; por supuesto que no pretendo abrir ahora un debate que ya está laudado con 
relación a eso. 


Si lo que aquí se postula es la solución del artículo 188, bien podríamos decir que este proyecto está en el 
otro extremo. El artículo 188 implica la autorización, por ley aprobada por mayoría absoluta de las dos 
Cámaras, del Estado en empresas privadas o del capital privado en el capital accionario de las empresas 
públicas. Y eso no tiene nada que ver con lo que dice aquí, que establece un objeto absolutamente 
indeterminado, como ha quedado claro coincidimos con el PIT-CNT que tal como está concebido el artículo 
1* puede determinar un instrumento que, mal utilizado, conduzca a experiencias de privatización que nadie 
quiere y, al mismo tiempo, creo que nada de lo que dice el artículo 188 tiene que ver con los contenidos del 
artículo 3%, donde genéricamente se dice que la Administración Pública podrá celebrar todo tipo de acuerdos, 
contratos y asociaciones con el sector privado. Esto es de tal laxitud por otra parte, no se corrige en los 
artículos subsiguientes que aquí nada hay en cuanto a quién va a desarrollar la gestión y a cómo se va a 
concretar la participación del Estado y de los privados en el nuevo emprendimiento o en la sociedad que se 
vaya a crear. De manera que me parece que es bueno precisar los términos a los efectos de que 
conceptualmente quede claro si lo que se pretende es iniciar una nueva etapa desde el punto de vista histórico 
en lo que tiene que ver con estos temas. Probablemente sea así, pero desde ya es mucho menos garantista, 
mucha más privatizadora y mucho más riesgosa en mi concepto de lo que en el pasado vimos y 
experimentamos. 


Esta era la constancia que quería dejar como marco conceptual previo a lo que a esta altura me parece muy 
necesario, que es conocer las definiciones concretas que sobre estos temas el PIT-CNT vaya a concretar, en 
función de lo cual se nos ha dicho que en los próximos tiempos podremos conocer algunos detalles más 
precisos que la generalidad conceptual con la que nos hemos manejado en el día de hoy. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero dejar algunas constancias. 


En primer lugar, se decía aquí que algunos de los métodos que se utilizan hoy de participación del sector 
privado en la gestión de recursos públicos viene de la época del neoliberalismo. Yo marcaba que el 
crecimiento y el desarrollo de las sociedades anónimas dentro de las empresas públicas se desarrolló en los 
últimos seis años muchísimo más que en los anteriores. Quiere decir que es una práctica que ha sido muy útil 
a los intereses del Estado porque, sin duda, privilegia la eficiencia en desmedro de la garantía. Esta es una 
práctica que se ha venido utilizando y en este Período se han creado muchísimas sociedades anónimas en 
UTE, ANTEL, ANCAP y otros organismos. 


En segundo término, quiero dejar constancia de que el artículo 55 del proyecto de ley deroga los artículos 19 
y 20 de la Ley N” 17.555 que consagra la iniciativa privada, o sea, se encarga de derogar a texto expreso una 
modalidad de contratación del sector público con el sector privado, pero no deroga las concesiones. Todo el 
mecanismo de concesión queda vigente; puede convivir y seguir siendo utilizado; no sustituye ni mejora sino 
que agrega. No tengan duda de que mañana pueda haber una nueva licitación para la avenida Giannattasio o 
la Ruta Interbalnearia las rutas que dan plata y se pueda seguir haciendo por el mismo mecanismo de 
concesión que para algunos ha funcionado muy bien, para otros más o menos y para otros mal. 


Desde el punto de vista formal este es un proyecto que se agrega a los actuales. Se podrá concesionar un 
puerto y hacerlo por asociación público-privada, o no, pero los mecanismos quedan vigentes. 


En tercer lugar, quiero agregar que este proyecto no excluye la vigencia de otras leyes. Pero no está mal que 
lo consagre a texto expreso. Este proyecto de ley no niega la vigencia de la ley de negociación colectiva para 
nada, pero no está mal que establezcamos que en todos aquellos casos en que deba someterse a la 
negociación colectiva, según la ley vigente, así se deba hacer previamente. Eso no está mal. En este sentido, 
quiero reivindicar la propuesta del señor Diputado Abdala. Acá se habían terminado las citaciones cuando él 
pidió que, por último, viniera el PIT-CNT. Hubo dudas fuera de Comisión pero creo que hoy debemos 
ratificarnos de que su propuesta fue muy inteligente y muy concreta. El PP.CNT nos está aportando un 
punto de vista bien diferente aunque, sin duda, complementario; era necesario que viniera y está muy bien 
que también se haya planteado en el seno de esta Comisión, luego de haber escuchado a sesudos técnicos y 
gente que administra muchos recursos económicos, la visión de la organización de los trabajadores. Solo el 
hecho de que tengamos que consagrarlo en la ley a texto expreso en lo cual creo que la Comisión no va a 
tener oposición está demostrando que la negociación colectiva se mantiene vigente cada vez que una 
asociación público-privada afecta intereses de esa naturaleza. El solo hecho de consagrarlo ya hizo valer esta 
reunión. 


SEÑOR CASTILLO.- Solamente voy a dejar planteada acá para no dejar otra vez la chance de que el 
señor Diputado Abdala tome la iniciativa y tomando en cuenta lo que decían, por lo menos quienes 
hablaron mientras estuve en Sala, los señores Diputados Mujica, Bernini, Asti y ahora Gandini la 
dinámica en la política y lo dinámico que está siendo este funcionamiento, esta discusión y este debate 
en torno al proyecto de ley, que está haciendo que se le puedan introducir cambios. 


Luego de tomar parte y posición sobre el texto del proyecto que teníamos en nuestras manos, hemos venido a 
discutirlo y a trasladar nuestra visión. Quisiéramos que en la oportunidad en que apareciera un nuevo 
borrador, un nuevo texto, se nos acercara. Quizás no merezca hacer una nueva reunión, pero podríamos 
aportar una visión distinta o agregar un elemento nuevo para un tema que es importante. No quiero volver a 
manifestar esto porque, sin escucharlo, estoy de acuerdo con el planteo que habíamos organizado en el PIE 
CNT. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda les agradece su presencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


